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APELACIÓN 
procedente del Tribunal 
de Primera Instancia, Sala 
de San Juan. 
 
Caso núm.:  
SJ2018CV06470. 
 
Sobre: 
Acción derivativa, cobro 
de dinero, injunction 
preliminar y permanente, 
daños y perjuicios.  

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, la Jueza 
Romero García y el Juez Torres Ramírez. 
 
Romero García, jueza ponente.  
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 7 de mayo de 2019. 

I 

La parte apelante, Carlos Alberto González Ayala (Sr. González), 

instó el presente recurso de apelación el 29 de noviembre de 2019. En este, 

solicitó que se revocara la Sentencia emitida y notificada el 15 de octubre 

de 2018, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan.  Mediante 

el referido dictamen, el foro apelado declaró con lugar una moción 

dispositiva presentada por la parte apelada, María Rafaelina Pérez Verás 

(Sra. Pérez). Así pues, el tribunal primario desestimó con perjuicio la 

demanda instada por la parte apelante.  

En consecuencia, el 30 de octubre de 2018, la parte apelante 

presentó una Moción de Reconsideración. No obstante, el foro apelado la 

denegó.  

Evaluada la apelación instada, así como la oposición de la apelada 

y los documentos que obran en autos, se modifica la Sentencia apelada y 

así modificada se confirma.  
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II 

El Sr. González y la Sra. Pérez son los únicos accionistas de la 

corporación Laboratorio Clínico M. Landrón, Inc. Específicamente, cada 

uno posee el 50% de las acciones de la corporación, la cual opera 6 

laboratorios clínicos en varios municipios. Las acciones fueron adquiridas 

mientras el Sr. González y la Sra. Pérez se encontraban casados entre sí. 

No obstante, el 15 de marzo de 2018, las partes se divorciaron. Debido a 

que el Sr. González y la Sra. Pérez tenían constituido una Sociedad Legal 

de Bienes Gananciales, actualmente, se encuentran en el proceso de 

liquidación de bienes, en el caso civil SJ2018CV02211, ante el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de San Juan.  

Ahora bien, el 20 de agosto de 2018, el Sr. González presentó una 

demanda sobre acción derivativa, cobro de dinero, injunction preliminar y 

permanente, y daños y perjuicios en contra de la Sra. Pérez. En la 

demanda, el apelante alegó que la Sra. Pérez estaba llevando a cabo actos 

en perjuicio de la corporación. Además, el Sr. González le imputó a la 

apelada la sustracción de grandes sumas de dinero con posterioridad al 

divorcio. Por consiguiente, solicitó un injunction preliminar y permanente 

con el propósito de que la Sra. Pérez cesara y desistiera de perjudicar y 

desfalcar la corporación, Laboratorio Clínico M. Landrón, Inc.  

Por otro lado, las partes litigantes habían acordado acogerse a un 

préstamo del US Small Business Administration para así poder satisfacer 

una deuda contributiva que mantenían con el Internal Revenue Service 

(IRS). Sin embargo, la apelada desistió de continuar con ese proceso. A 

raíz de lo anterior, el Sr. González planteó en la demanda que la 

denegatoria de la Sra. Pérez de continuar con el procedimiento 

mencionado, afectaba a la corporación. Tanto así que, el 6 de agosto de 

2018, el IRS anunció que procedería a embargar la propiedad de dicha 

corporación.  

De otra parte, el 8 de septiembre de 2018, la parte apelante presentó 

una demanda enmendada. En esta, en síntesis, reiteró de forma más 
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detallada las alegaciones presentadas en la demanda original. Además, 

solicitó que se ordenara a la Sra. Pérez reembolsar el dinero de la 

corporación que, supuestamente, utilizó para fines ilegales y personales.  

Luego, el 11 de septiembre de 2018, la parte apelada presentó una 

moción dispositiva sobre el remedio extraordinario de injunction preliminar 

y permanente. En resumen, la apelada solicitó la desestimación de la 

demanda. Esta fundamentó su solicitud en que las controversias 

esbozadas en la demanda ya se estaban dilucidando en el caso de 

liquidación de bienes. Asimismo, adujo que era incorrecto incoar una acción 

derivativa.  En este sentido, arguyó que este tipo de acción está disponible 

para accionistas que interesen presentar una reclamación en contra de los 

directores de una corporación. En este caso, las partes son los únicos 

accionistas y, por consiguiente, los únicos directores de la corporación.   

A tenor con lo anterior, el 15 de octubre de 2018, el foro primario 

emitió una sentencia mediante la cual declaró con lugar la moción de 

desestimación de la parte apelada. Así pues, desestimó la demanda con 

perjuicio.  

Inconforme, el 30 de octubre de 2018, el apelante presentó una 

Moción de Reconsideración, que fue denegada por el tribunal primario.  

Inconforme aún, el 29 de noviembre de 2018, el Sr. González acudió 

ante nos y señaló la comisión de los siguientes errores: 

Erró el TPI e incurrió en grave error de derecho al emitir 
sentencia desestimando con perjuicio la demanda, sin 
celebrar vista, a pesar de que, si se consideran como ciertos 
los hechos bien alegados y expresados de manera clara y 
concluyente, la demanda justifica la concesión de un remedio. 
 
Erró el TPI e incurrió en grave error de derecho y se apartó 
del estándar aplicable al desestimar la demanda con 
perjuicio, sin celebrar vista, basado en que el apelante tiene 
otro remedio adecuado en ley en el caso de división de bienes 
gananciales, a pesar de que en dicho caso no se está 
ventilando ni puede ventilarse una acción derivativa ya que la 
corporación no es parte.  
 
Erró el TPI e incurrió en grave error de derecho al desestimar 
con perjuicio la demanda en su totalidad y con perjuicio.  
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El 18 de junio de 2019, la Sra. Pérez presentó su alegato en 

oposición y adujo que el dictamen apelado fue el resultado de la correcta 

desestimación de una acción derivativa e injunction preliminar y 

permanente, incoados de manera temeraria.   

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, procedemos 

a exponer el derecho aplicable a las controversias que nos ocupan.  

III 
 

A 
 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2, 

permite que un demandado en una demanda, reconvención, demanda 

contra coparte, o demanda contra tercero solicite al tribunal la 

desestimación de las alegaciones en su contra.  A tales efectos, la referida 

regla reza como sigue:  

Toda defensa de hechos o de derecho contra una 
reclamación se expondrá en la alegación responsiva excepto 
que, a opción de la parte que alega, las siguientes defensas 
pueden hacerse mediante una moción debidamente 
fundamentada: (1) falta de jurisdicción sobre la materia; (2) 
falta de jurisdicción sobre la persona; (3) insuficiencia del 
emplazamiento; (4) insuficiencia del diligenciamiento del 
emplazamiento; (5) dejar de exponer una reclamación que 
justifique la concesión de un remedio; (6) dejar de 
acumular una parte indispensable. 

 
(Énfasis nuestro). 
 

A los fines de disponer de una moción de desestimación por el 

fundamento de que la demanda no expone una reclamación que justifique 

la concesión de un remedio, los tribunales vienen obligados a tomar como 

ciertos todos los hechos bien alegados en la demanda y considerarlos de 

la manera más favorable a la parte demandante.  Rivera Sanfeliz et al. v. 

Jta. Dir. FirstBank, 193 DPR 38, 49 (2015); Colón Rivera et al. v. ELA, 189 

DPR 1033, 1049 (2013).   

Por otra parte, la demanda no deberá ser desestimada a menos que 

se desprenda con toda certeza que el demandante no tiene derecho a 

remedio alguno bajo cualquier estado de hechos que puedan ser probados 

en apoyo de su reclamación.  Consejo de Titulares v. Gómez Estremera et 

al., 184 DPR 407, 423 (2012); Pressure Vessels P.R. v. Empire Gas P.R., 
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137 DPR 497, 505 (1994).  Por lo tanto, es necesario considerar si, a la luz 

de la situación más favorable al demandante, y resolviendo toda duda a 

favor de este, la demanda es suficiente para constituir una reclamación 

válida. Pressure Vessels P.R. v. Empire Gas P.R., 137 DPR, a la pág. 505. 

Tampoco procede la desestimación de una demanda, si la misma es 

susceptible de ser enmendada. Colón v. Lotería, 167 DPR 625, 649 (2006).  

B 

La Regla 57 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 57, y 

los Artículos 675 y 687 del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA secs. 

3521 et seq., son las disposiciones de ley que regulan en nuestro 

ordenamiento el recurso del injunction.  En particular, la Regla 57 de las de 

Procedimiento Civil establece la existencia de tres modalidades de 

injunction, a saber: (a) el entredicho provisional, (b) el injunction preliminar 

y (c) el injunction permanente.   

En Puerto Rico, el interdicto es el instrumento más eficaz para 

vindicar los derechos protegidos por nuestra Constitución.  Pedraza Rivera 

v. Collazo Collazo, 108 DPR 272, 276 (1979).  Este remedio provisional se 

emite en cualquier momento de un pleito, después de celebrada una vista 

en la que las partes hayan presentado prueba en apoyo y en oposición de 

tal solicitud.  Mun. de Ponce v. Gobernador, 136 DPR 776, 784 (1994).  Su 

propósito fundamental es mantener el statu quo, hasta tanto se celebre un 

juicio en los méritos para adjudicar la controversia en cuestión.  Asoc. Vec. 

Villa Caparra v. Asoc. Fom. Educativo, 173 DPR 304, 316 (2008).  

Con la expedición de una orden de injunction preliminar, sea para 

requerir o prohibir un acto, se evita que la conducta del demandado 

produzca una situación que pueda convertir en académicos los reclamos 

del demandante y, por ende, la sentencia que en su día se dicte. Id. 

Además, este recurso extraordinario tiene como fin evitar que se causen 

perjuicios inminentes o daños irreparables a alguna persona, en los casos 

en que no hay otro remedio adecuado en ley.  E.L.A. v. Asociación de 

Auditores, 147 DPR 669, 679 (1999).  El Tribunal Supremo de Puerto Rico 
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ha reiterado que la expedición de un injunction preliminar descansa en el 

ejercicio de la sana discreción del tribunal.  Misión Ind. P.R. v. J.P. y A.A.A., 

142 DPR 656, 680 (1997).   

Del mismo modo, el Tribunal Supremo estableció en Puerto Rico 

Telephone Company v. Tribunal Superior, 103 DPR 200, 202 (1975), y 

reiteró en Asoc. Vec. Villa Caparra, 173 DPR, a la pág. 319, los criterios 

que el foro judicial deberá evaluar al determinar si concede o no un 

injunction: “a) la naturaleza de los daños que pueden ocasionárseles a las 

partes de concederse o denegarse el injunction; b) su irreparabilidad o la 

existencia de un remedio adecuado en ley; c) la probabilidad de que la parte 

promovente prevalezca en los méritos”.  

 Valga aclarar que tales criterios se encuentran acogidos y 

consignados en la Regla 57.3 de las de Procedimiento Civil de 2009, 

disposición que añade los siguientes criterios: “(d) la probabilidad de que la 

causa se torne en académica; (e) el impacto sobre el interés público del 

remedio que se solicita, y (f) la diligencia y la buena fe con que ha obrado 

la parte peticionaria”. 

De otra parte, el concepto “irreparable” significa aquello que no 

puede repararse, restablecerse o recompensarse de modo adecuado 

con dinero, o cuando la compensación no puede estimarse con seguridad. 

Loíza Sugar Co. v. Hernández y Albandoz, 32 DPR 903 (1924). 

Estos requisitos no son absolutos, más bien se trata de unas guías 

que dirigen al tribunal al momento de determinar si se justifica la expedición 

del recurso.  Next Step Medical v. Bromedicon, 190 DPR 474, 487 (2014). 

“La concesión del remedio descansará en la sana discreción judicial, que 

se ejercerá al considerar tanto los intereses como las necesidades de las 

partes involucradas en el caso.”  Id. (citas omitidas).  Debe expedirse ante 

“una demostración de clara e inequívoca violación de un derecho.”  Id.  La 

determinación que haga el tribunal primario está revestida de una 

presunción de corrección y “no se revocará en apelación, a menos que 

se demuestre que el foro abusó de su facultad.” Id. (Énfasis nuestro). 
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Por otro lado, de haberse ejecutado los actos que se tratan de impedir 

mediante injunction, la apelación contra la sentencia denegatoria del auto 

se convierte en ilusoria.  Arias v. Díaz, 56 DPR 91 (1940).  

C 

El Art. 7.16 de la Ley Núm. 164-2009, conocida como Ley General 

de Corporaciones de 2009, 14 LPRA sec. 3501, et seq., dispone lo 

referente al nombramiento de un administrador judicial o síndico para una 

corporación. Así pues, a petición de cualquier accionista, el Tribunal de 

Primera Instancia (Sala Superior) podrá nombrar uno o varios 

administradores judiciales, o síndicos, si es que la corporación está 

insolvente, cuando:  

.              .            .             .            .            .            .             .  

los asuntos de la corporación estén sufriendo daños 
irreparables o estén bajo amenaza de sufrir los mismos, 
debido al empate entre los directores en cuanto a la 
administración de los asuntos de la corporación, de que no se 
pudiera obtener la votación necesaria para actuar de parte de 
la junta de directores y los accionistas no pueden poner fin al 
empate, o  
.              .            .             .            .            .            .             .  
 

14 LPRA sec. 3856(a)(2). (Énfasis nuestro).  

 De otra parte, la acción derivativa es el mecanismo disponible en 

contra de los directores de una corporación, en caso de que estos últimos 

estén tomando decisiones adversas para los accionistas. Por lo general, la 

junta de directores es quien decide si se demanda a nombre de la 

corporación, ya que los accionistas delegaron en ellos esa facultad. No 

obstante: 

.              .            .             .            .            .            .             .  

Si la junta y los oficiales no utilizan los fondos corporativos 
para el bienestar de los accionistas, es decir, por ejemplo, 
malversación de fondos o conflicto de intereses, a modo de 
excepción los accionistas pueden instar una Acción 
Derivativa, a nombre de la corporación y en contra de la 
junta de directores, reclamando los daños que esos 
funcionarios corporativos ocasionaron. Esta acción se 
fundamenta en la alegación de que no se están 
administrando los fondos en el mejor interés de los 
accionistas.  
 
.              .            .             .            .            .            .             .  
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J.F. Gierbolini Bonilla, La acción derivativa como mecanismo de control y 
monitoreo en Puerto Rico, 1 UPR Bus. L.J. 81, 82 (2010). (Énfasis nuestro). 
  Por consiguiente, la acción derivativa es un remedio en equidad 

reconocido por los tribunales para vindicar los derechos de una 

corporación, cuando las personas llamadas a hacerlo no lo hacen.  

IV 

 En sus señalamientos de error, el apelante sostiene, en síntesis, que 

el Tribunal de Primera Instancia incidió al desestimar con perjuicio la 

demanda incoada. En específico, planteó que el foro apelado erró al no 

haber celebrado una vista, previo a la desestimación. Además, arguye que 

en el caso de la división de bienes gananciales no se estaba ventilando una 

acción derivativa y que no es posible ventilar la misma debido a que la 

corporación no es parte. Por consiguiente, el apelante sostiene que, en el 

referido caso, no se estaba dilucidando ningún remedio adecuado en ley 

para la controversia que había planteado. 

 Entre los argumentos utilizados por la parte apelante para 

fundamentar su alegación, se encuentra la discusión de la Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil. Esta disposición permite que un demandado solicite la 

desestimación de una demanda, cuando, entre otras razones, la misma 

deja de exponer una reclamación que justifique la concesión de un remedio. 

Asimismo, el tribunal está obligado a dar por buenas y ciertas todas las 

alegaciones fácticas de la demanda. A su vez, dichas alegaciones se deben 

considerar de la manera más favorable para la parte demandante. De 

manera que la demanda no deberá ser desestimada a menos que se 

desprenda, con toda certeza, que el demandante no tiene derecho a 

remedio alguno. Sin embargo, contrario al señalamiento de error del 

apelante, para desestimar una alegación, el tribunal no está obligado a 

celebrar una vista. Ahora bien, es importante salvaguardar el derecho del 

apelante a que la controversia sea resuelta en sus méritos y, de esta forma, 

no dejarlo desprotegido de un remedio adecuado.  

 De otra parte, es importante puntualizar que la moción dispositiva 

que la parte apelada presentó ante el foro primario recae sobre el remedio 
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extraordinario de injunction preliminar y permanente. La parte apelante 

sostuvo como razón para invocar el remedio extraordinario mencionado, la 

irreparabilidad del daño que, supuestamente, podía ocasionar la apelada, 

así como la falta de otro remedio adecuado en ley. 

 Cual discutido, el injunction es un remedio extraordinario, que, ante 

otro remedio adecuado en ley, resulta improcedente.  En este caso, el 

injunction tenía el propósito de evitar que los actos de la apelada afectaran 

económicamente la corporación perteneciente a ambas partes. Sin 

embargo, la parte apelada, en su oposición al alegato, estableció que en el 

caso de la división de bienes gananciales se estaban dilucidando asuntos 

concernientes a la corporación. En específico, esta presentó varias 

minutas1 de las vistas del caso, las cuales sustentan su argumento.  

A su vez, la apelada adujo que la Ley General de Corporaciones, en 

su Art. 7.16, provee un remedio apropiado para resolver la controversia 

presentada por el apelante.  Este artículo le confiere a los tribunales de 

primera instancia la facultad de nombrar un administrador judicial o síndico, 

cuando los asuntos de la corporación estén sufriendo daños irreparables o 

estén bajo amenaza de sufrirlos.  Por consiguiente, la apelada demostró la 

existencia de un remedio apropiado en ley para el asunto que el apelante 

planteó en este caso.  

Por otro lado, debemos puntualizar que, debido a que la controversia 

que planteó el apelante está relacionada a situaciones que pueden ser 

remediadas con dinero, no cabe aludir a daños irreparables, pues el daño 

económico es el daño reparable por excelencia.  A tenor con lo anterior, no 

procedía desestimar la acción interdictal instada. 

 De otra parte, es importante aclarar que la acción derivativa no era 

el mecanismo adecuado para intentar vindicar la reclamación del 

apelante. Tal como la parte apelada expresó en su alegato en oposición, 

este tipo de acción procede cuando los accionistas la entablan en contra 

de los directores de una corporación.  No obstante, en este caso, el 

                                                 
1 Apéndice del alegato en oposición, págs. 1-9.  



  

 

 

KLAN201801320  10 
 

 

apelante y la apelada son los únicos accionistas y, por consiguiente, los 

únicos directores de la corporación que nos concierne. Así que resulta 

improcedente que el apelante entable una acción en contra de su propia 

persona.  Por tanto, la acción derivativa no resultaba el mecanismo 

apropiado para vindicar los reclamos planteados.    

 Concluimos pues, que, en ausencia de una demostración de que 

mediase pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto, este Tribunal de 

Apelaciones no descartará arbitrariamente las determinaciones que hizo el 

foro apelado y sostendrá su desestimación de la demanda.   

Ahora bien, no podemos perder de perspectiva que los tribunales 

deben estar orientados a que los casos se resuelvan en sus méritos.  Por 

tanto, desestimar una demanda con perjuicio atenta contra la posibilidad 

de que el demandante y apelante pueda, posteriormente, instar una nueva 

acción2 con el propósito de solicitar el remedio que desee.  Así pues, a 

pesar de que se confirma la desestimación del foro apelado, se modifica la 

misma a una sin perjuicio.  

V 

Por las razones antes expuestas, se confirma la Sentencia de 

desestimación emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior 

de San Juan, el 15 de octubre de 2018, pero se modifica para que la misma 

sea sin perjuicio.  Así modificada, se confirma.  

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 

  Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
2 La parte apelante, luego de haber instado el presente recurso de apelación, incoó un 
nuevo caso, a nivel del Tribunal de Primera Instancia, Civil Núm. SJ2019CV01190, para 
la disolución de la corporación aquí en controversia.  


